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PREGUNTAS GUÍAS PARA EL MARCO NORMATIVO DE LAS CUESTIONES EXAMINADAS EN LA IX SESIÓN DEL GRUPO DE TRABAJO DE COMPOSICIÓN ABIERTA SOBRE EL ENVEJECIMIENTO:

AUTONOMÍA E INDEPENDENCIA

  

MARCO LEGAL NACIONAL

1. ¿Cuáles son las disposiciones legales en su país que reconocen el derecho a la autonomía y la independencia? ¿Tienen una fundación constitucional, legislativa o ejecutiva? 

R/ Las disposiciones legales vigentes en Colombia, que reconocen el derecho a la autonomía y la independencia son las siguientes:
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA
ARTICULO 1°. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.

ARTICULO 2°. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.

ARTÍCULO 5°. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad.

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

ARTICULO 16. Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin más limitaciones que las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico.

ARTICULO 18. Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia.

 ARTICULO 19. Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene derecho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma individual o colectiva. Todas las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley.

 ARTICULO 20. Se garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación. Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se garantiza el derecho a la rectificación en condiciones de equidad. No habrá censura.

ARTICULO 24. Todo colombiano, con las limitaciones que establezca la ley, tiene derecho a circular libremente por el territorio nacional, a entrar y salir de él, y a permanecer y residenciarse en Colombia.

ARTICULO 28. Toda persona es libre. Nadie puede ser molestado en su persona o familia, ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni su domicilio registrado, sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, con las formalidades legales y por motivo previamente definido en la ley.

ARTICULO 38. Se garantiza el derecho de libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad.

ARTICULO 46. El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria. El Estado les garantizará los servicios de la seguridad social integral y el subsidio alimentario en caso de indigencia.
ARTICULO 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución. La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él. 
Respecto de la segunda parte de la pregunta, es importante señalar que la anterior disposición legal en Colombia tiene una fundación constitucional y un desarrollo legislativo; sin embargo, la autonomía y la independencia, especialmente de las personas adultas mayores, no cuentan con la misma fuerza y correspondencia en el ámbito ejecutivo, a pesar incluso de las políticas públicas de envejecimiento y vejez que se han formulado y adoptado en el orden nacional, departamental y municipal.
La anterior afirmación, se soporta en la evidencia social que como Defensoría del Pueblo hemos recolectado en los diferentes lugares del territorio nacional, donde las personas mayores de manera generalizada, aseguran que ni la familia, ni la sociedad y tampoco el Estado colombiano, les reconocen el derecho a la autonomía y la independencia, no se les respetan sus gustos, creencias y preferencias y que las decisiones se toman sin consultarles ni informarles al respecto; según sus propias palabras “Uno envejece y ya no nos hablan, no nos tienen en cuenta y nos arruman como un mueble en un rincón”
. 
ELEMENTOS NORMATIVOS

2. ¿Cuáles son los elementos normativos clave de los derechos de autonomía e independencia? Por favor, proporcione referencias a las leyes y normas existentes cuando corresponda.

R/ Los elementos normativos clave de los derechos de autonomía e independencia son los siguientes:

2.1 CÓDIGO CIVIL COLOMBIANO para efectos del ejercicio del derecho a la autonomía y la independencia, la legislación colombiana ha previsto lo siguiente dentro del Código Civil Colombiano.
Título II: De los Actos y Declaraciones de Voluntad

Artículo 1502. <Requisitos para obligarse>. “Para que una persona se obligue a otra por un acto o declaración de voluntad, es necesario:

1o.) que sea legalmente capaz. 2) que consienta en dicho acto o declaración y su consentimiento no adolezca de vicio 3) que recaiga sobre un objeto lícito y
4o.) que tenga una causa lícita.

Artículo 1503. Presunción de Capacidad>. Toda persona es legalmente capaz, excepto aquéllas que la ley declara incapaces.

Artículo 1504. Incapacidad Absoluta y Relativa. Son absolutamente incapaces los dementes, los impúberes y sordomudos, que no pueden darse a entender por escrito. (…)

NOTA: La expresión "por escrito" contenida en el inciso 1° del artículo 1504 del Código Civil, fue declarada inexequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-983 de noviembre 13 de 2002, magistrado ponente Jaime Córdoba Triviño

2.2 LEY 1251 DE 2008 por la cual se dictan normas tendientes a procurar la protección, promoción y defensa de los derechos de los adultos mayores, cuya finalidad es “lograr que los adultos mayores sean partícipes en el desarrollo de la sociedad, teniendo en cuenta sus experiencias de vida, mediante la promoción, respeto, restablecimiento, asistencia y ejercicio de sus derechos”, modificada por la Ley 1850 de 2017, por medio de la cual se establecen medidas de protección al adulto mayor en Colombia.

Dentro de los principios contenidos en esta ley, se destacan los siguientes que tienen relación con los derechos en mención:

· Independencia y autorrealización. El adulto mayor tiene derecho para decidir libre, responsable y conscientemente sobre su participación en el desarrollo social del país. Se les brindará las garantías necesarias para el provecho y acceso de las oportunidades laborales, económicas, políticas, educativas, culturales, espirituales y recreativas de la sociedad, así como el perfeccionamiento de sus habilidades y competencias
.

· Dignidad. Todas las personas tienen derecho a una vida digna y segura; los adultos mayores se constituyen en el objetivo fundamental de las acciones emprendidas en cumplimiento del Estado Social de Derecho a través de la eliminación de cualquier forma de explotación, maltrato o abuso de los adultos mayores
.

· No discriminación. Supresión de todo trato discriminatorio en razón de la raza, la edad, el sexo, la condición económica o la discapacidad
.

· Universalidad. Los derechos consagrados en la presente ley son de carácter universal y se aplican a todas las personas residentes en el territorio nacional sin distinción alguna y sin ningún tipo de exclusión social. Sin embargo, el Estado podrá focalizar las políticas públicas en las poblaciones más pobres y vulnerables para reducir las brechas económicas, sociales y culturales que caracterizan el país
.

Dentro de los deberes que la presente ley impone al Estado, la sociedad civil, la familia, el adulto mayor y los medios de comunicación, en el caso específico de la familia el siguiente artículo señala:

· Aceptar el ejercicio de la autonomía y la autorrealización personal de los adultos mayores.
2.3 LEY 1850 DE 2017 por medio de la cual se establecen medidas de protección al adulto mayor en Colombia, se modifican las leyes 1251 de 2008, 1315 de 2009, 599 de 2000 y 1276 de 2009, se penaliza el maltrato intrafamiliar por abandono y se dictan otras disposiciones.

En el artículo 4 de la mencionada ley, el cual modifica el artículo 230 de la Ley 599 – Código Penal, referido al maltrato mediante la restricción a la libertad física de las personas mayores, se amplía a aquellas que no siendo del núcleo familiar, sean encargadas del cuidado de la persona mayor. La responsabilidad frente a este delito, se establece de la siguiente manera:

ARTÍCULO 230. “Maltrato mediante restricción a la libertad física. El que mediante fuerza restrinja la libertad de locomoción a otra persona mayor de edad perteneciente a su grupo familiar o puesta bajo su cuidado, o en menor de edad sobre el cual no se ejerza patria potestad, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses y en multa de uno punto treinta y tres (1.33) a veinticuatro (24) salarios mínimos legales mensuales vigentes, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor.
Parágrafo. Para efectos de lo establecido en el presente artículo se entenderá que el grupo familiar comprende los cónyuges o compañeros permanentes; el padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo lugar, los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos; todas las demás personas que de manera permanente se hallaren integradas a la unidad doméstica, las personas que no siendo miembros del núcleo familiar, sean encargados del cuidado de uno o varios miembros de una familia. La afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio, unión libre”.
2.4 MORIR DIGNAMENTE Por medio de la Sentencia T-970 de 2014, la Corte Constitucional ordenó al Ministerio de Salud y Protección Social impartir una directriz para la conformación de los Comités Científicos interdisciplinarios, cuya función principal será la de garantizar el derecho a la muerte digna de los pacientes en fase terminal que soliciten el amparo de este derecho, y que el mismo se materialice con la aplicación del procedimiento de muerte anticipada. En consecuencia, el Ministerio expidió la Resolución 1216 de 2015.
La Corte exhortó al Congreso a reglamentar lo pertinente; por tanto durante el año 2018 fueron expedidas las Resoluciones 825 de 2018 “Por medio de la cual se reglamenta el procedimiento para hacer efectivo el derecho a morir con dignidad de los niños, niñas y adolescentes” y la Resolución 2665 de 2018 “Por medio de la cual se reglamenta parcialmente la Ley 1733 de 2014 en cuanto al derecho a suscribir el Documento de Voluntad Anticipada, que tiene por objeto lo siguiente:

ARTÍCULO 1°. Objeto. La presente resolución tiene por objeto regular los requisitos y formas de realización de la declaración de la voluntad mediante Documento de Voluntad Anticipada (DVA) de cualquier persona capaz, sana o en estado de enfermedad, en pleno uso de sus facultades legales y mentales y con total conocimiento de las implicaciones de esa declaración, respecto a no someterse a medios, tratamientos y/o procedimientos médicos innecesarios que pretendan prolongar su vida, protegiendo en todo momento la dignidad de la persona y garantizando el cumplimiento de dicha voluntad.
2.5 CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES.

Esta Convención fue suscrita y adoptada el 15 de junio de 2015 en el marco de la 45º sesión de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos y entró en vigor desde el 11 de enero de 2017. Aunque el Estado colombiano no ha ratificado este instrumento internacional, se constituye en un documento clave a tener en cuenta en la formulación e implementación de las políticas públicas de envejecimiento y vejez; así como también en un referente ético para la Defensoría del Pueblo, en el cumplimiento de su misión de impulsar la efectividad de los derechos humanos de esta población en el país.
En este sentido, se enuncia dentro de los 27 derechos contenidos, el artículo que hace relación al derecho a la autonomía y a la independencia:

ARTÍCULO 7 DERECHO A LA INDEPENDENCIA Y A LA AUTONOMÍA:

“Los Estados Parte en la presente Convención reconocen el derecho de la persona mayor a tomar decisiones, a la definición de su plan de vida, a desarrollar una vida autónoma e independiente, conforme a sus tradiciones y creencias, en igualdad de condiciones y a disponer de mecanismos para poder ejercer sus derechos. 

Los Estados Parte adoptarán programas, políticas o acciones para facilitar y promover el pleno goce de estos derechos por la persona mayor, propiciando su autorrealización, el fortalecimiento de todas las familias, de sus lazos familiares y sociales, y de sus relaciones afectivas. En especial, asegurarán: 

a) El respeto a la autonomía de la persona mayor en la toma de sus decisiones, así como a su independencia en la realización de sus actos.

b) Que la persona mayor tenga la oportunidad de elegir su lugar de residencia y dónde y con quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás, y no se vea obligada a vivir con arreglo a un sistema de vida específico.
c) Que la persona mayor tenga acceso progresivamente a una variedad de servicios de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su existencia y su inclusión en la comunidad, y para evitar su aislamiento o separación de ésta.” 
3. ¿Cómo deberían definirse legalmente la autonomía y la independencia?

 R/ La autonomía y la independencia de la persona humana, está relacionada directa y sustancialmente con la dignidad humana; en este sentido, la línea jurisprudencial contenida en la Sentencia de Tutela 881 de 2002 de la Corte Constitucional, señala que la dignidad humana como entidad normativa cuenta con tres esferas o ámbitos de protección que son: Vivir como se quiere, vivir bien y vivir sin humillaciones, definidas de la siguiente manera:

(i) La dignidad humana entendida como autonomía o como posibilidad de diseñar un plan vital y de determinarse según sus características (vivir como quiera). (ii) La dignidad humana entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia (vivir bien). Y (iii) la dignidad humana entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e integridad moral (vivir sin humillaciones). 
La Corte, parte de la existencia de una estrecha relación entre libertad individual y dignidad humana y considera que la dignidad se logra con el pleno ejercicio de la libertad individual; sin embargo y según lo anterior, pareciera que la autonomía y la independencia se encuentran dentro del primer ámbito de protección tal como se señala en la sentencia en mención:
“La Sala concluye que el referente concreto de la dignidad humana está vinculado con tres ámbitos exclusivos de la persona natural: la autonomía individual (materializada en la posibilidad de elegir un proyecto de vida y de determinarse según esa elección), unas condiciones de vida cualificadas (referidas a las circunstancias materiales necesarias para desarrollar el proyecto de vida) y la intangibilidad del cuerpo y del espíritu (entendida como integridad física y espiritual, presupuesto para la realización del proyecto de vida). Estos tres ámbitos de protección integran, entendidos en su conjunto, el objeto protegido por las normas constitucionales desarrolladas a partir de los enunciados normativos sobre “dignidad””. (Negrilla fuera del texto).
Sin embargo, estos tres ámbitos no son independientes uno de otro, se interrelacionan dialéctica y sustancialmente; la independencia y la autonomía como capacidad posible de la persona humana, depende de contenidos concretos en relación con las circunstancias en que los individuos se desarrollan habitualmente. Por tanto, al goce de las libertades más inherentes y personalísimas del ser humano, adquieren una dimensión mayor cuando se trata de una persona sujeta a una protección especial del Estado, como lo es la persona adulta mayor. 
Finalmente, y para responder en concreto a la presente pregunta, la Defensoría del Pueblo considera que la autonomía y la independencia deberían definirse de la siguiente manera:

	La autonomía es la capacidad y el derecho que tienen los seres humanos para elegir, tomar decisiones y responsabilizarse de las consecuencias de las mismas, conforme a sus tradiciones, creencias, gustos, preferencias y sin injerencia alguna; esta capacidad se materializa en la posibilidad de elegir un proyecto de vida y de determinarse según esa elección. La autonomía se aprende, se adquiere mediante su ejercicio, mediante el aprendizaje que proviene de cada persona y de la interacción social. Como toda capacidad, depende de condiciones y circunstancias para poder desarrollarse, las cuales pueden favorecer, mermar o impedir su ejercicio.


 IMPLEMENTACIÓN

4. ¿Cuáles son las políticas y los programas adoptados por su país para garantizar que las personas mayores disfruten de su derecho a la autonomía e independencia?

R/ En razón a las competencias institucionales de la Defensoría del Pueblo, esta entidad se abstiene de responder esta pregunta, por cuanto es responsabilidad del Gobierno nacional  garantizar este derecho a través de la formulación e implementación de políticas públicas.

5. ¿Cuáles son las mejores prácticas y los principales desafíos para adoptar e implementar un marco normativo para implementar estos derechos?

R/ Una de las mejores prácticas de la cual tenemos conocimiento, hace referencia al derecho a la sexualidad de las personas adultas mayores, que en Colombia sigue siendo un tema tabú, del cual se prefiere no hablar, llegando incluso a pensarse por parte de algunas personas que no se trata de un derecho humano fundamental.

La práctica inició en el Hogar San José SARAMITA para Ancianos, ubicado en el municipio de Fusagasugá en el departamento de Cundinamarca - Colombia, a cargo de la Congregación de las Hermanas Dominicas Hijas de Nuestra Señora de Nazareth, quienes operan uno de los Centros de Protección Social de Bogotá Distrito Capital.

Esta comunidad de carácter privado y religioso, que presta un servicio público a las personas adultas mayores, acogiendo los lineamientos de la Política pública social para el envejecimiento y vejez en el Distrito Capital 2010 - 2025, establece dentro del Centro de protección y por primera vez en la historia de la comunidad, lo que denominaron llamar como “El cuarto del amor”, en el cual las personas mayores que habitan el centro, pueden ejercer su derecho a la sexualidad. Lo anterior, desde una perspectiva de derechos humanos y en correspondencia con el derecho a la autonomía que debe ser garantizado a todos y todas, sin distingo alguno.

Como efecto positivo de la anterior práctica, el Centro de Protección Social Bosque Popular a cargo de la Secretaría Distrital de Integración Social
, siguió el ejemplo y un par de años después, puso en funcionamiento esta iniciativa, para el goce efectivo del derecho a la sexualidad de las personas adultas mayores.
El principal desafío que tiene Colombia en el contexto del envejecimiento demográfico y en razón a la situación de desprotección socioeconómica que enfrenta la mayoría de las personas adultas mayores, es adoptar estándares altos de protección de los derechos de la vejez, mediante la firma, ratificación e incorporación por parte del Estado colombiano de la Convención interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores, que permita avanzar en la adecuación normativa de la legislación interna con los postulados de este instrumento internacional, con el fin de impulsar la garantía y goce efectivo de los derechos humanos de las personas adultas mayores en el país.
IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN.

6. ¿Cuáles son las medidas adoptadas para garantizar el acceso equitativo de las personas mayores al disfrute del derecho a la autonomía e independencia, prestando especial atención a los grupos en situación de vulnerabilidad?

R/ Colombia en el ámbito legislativo para salvaguardar el acceso equitativo de las personas mayores a la autonomía e independencia constitucionalmente  consagra: 

 ARTÍCULO 13. “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 

En este sentido, cualquier persona sin distinción, también podrá en ejercicio de su derecho a la autonomía e independencia, acceder sin discriminación o limitaciones a todos las demás condiciones o acciones de garantía que establece el Estado para el ejercicio de otros de derechos, por ejemplo cuando consagra constitucionalmente el derecho que tiene toda persona en el territorio nacional a entrar y salir de él, a permanecer y residenciarse en Colombia; a acceder a un trabajo en condiciones dignas y justas que se adecúen a sus necesidades; a escoger profesión u oficio, a la libre asociación para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en sociedad. 

De igual manera al aprovechamiento del tiempo libre, especialmente para aquellos que han entrado en receso laboral; el derecho al descanso; a la recreación, al entretenimiento y a la diversión, bien sea de manera individual, familiar o colectiva y al derecho al deporte que contribuye al mejoramiento de las condiciones de vida y salud.

En aras de la protección a las personas mayores para el  libre ejercicio y sin discriminación del derecho a la autonomía, Colombia modifica e incluye algunas disposiciones en el Código Penal Colombiano a través de la Ley 1482 de 2011, cuyo objetivo es garantizar la protección de los derechos de una persona, grupo de personas, comunidad o pueblo, que son vulnerados a través de actos de racismo o discriminación bajo el siguiente texto:

“CAPÍTULO IX

De los actos de discriminación

Artículo 3°. El Código Penal tendrá un artículo 134A del siguiente tenor:

Artículo 134 A. Actos de Racismo o Discriminación.

 El que arbitrariamente impida, obstruya o restrinja el pleno ejercicio de los derechos de las personas por razón de su raza, nacionalidad, sexo u orientación sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Artículo 4o. El Código Penal tendrá un artículo 134B del siguiente tenor:

Artículo 134 B. Hostigamiento por motivos de raza, religión, ideología política, u origen nacional étnico o cultural:

El que promueva o instigue actos, conductas o comportamientos constitutivos de hostigamiento, orientados a causarle daño físico o moral a una persona, grupo de personas, 1 comunidad o pueblo, por razón de su raza, etnia, religión, nacionalidad, ideología política o filosófica, sexo u orientación sexual, incurrirá en prisión de doce (12) a treinta y seis (36) meses y multa de diez (10) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes, salvo que la conducta constituya delito sancionable con pena mayor.

Artículo 5°. El Código Penal tendrá un artículo 134C del siguiente tenor: 

Artículo 134 C. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas previstas en los artículos anteriores, se aumentarán de, una tercera parte a la mitad cuando: (…) 5. La conducta se dirija contra niño, niña, adolescente, persona de la tercera edad o adulto mayor (…)”. 
De otra parte, en el desarrollo de la normatividad vigente y de la implementación de las políticas públicas, Colombia incluye o reconoce los diferentes enfoques que permiten visibilizar, reconocer y celebrar la diversidad humana en cualquiera de sus expresiones: de sexo, edad, étnica, cultural, por origen, orientación sexual e identidad de género, entre otras; así mismo como identificar las desigualdades y exclusiones de las poblaciones históricamente discriminadas.
PARTICIPACIÓN

7. ¿El diseño y la implementación del marco normativo y político relacionado con la autonomía y la independencia incluyó una participación efectiva y significativa de las personas mayores?

R/ En razón a las competencias institucionales de la Defensoría del Pueblo, esta entidad se abstiene de responder esta pregunta, por cuanto es responsabilidad del Departamento Nacional de Planeación dar cuenta en el marco de los procesos de seguimiento y evaluación, si la participación en el diseño y la implementación del marco normativo y político relacionado con la autonomía y la independencia, fue efectiva y significativa.
RESPONSABILIDAD
8. ¿Qué mecanismos judiciales y no judiciales existen para que las personas mayores se quejen y busquen una reparación por la negación de su derecho a la autonomía e independencia?
Colombia cuenta con mecanismos jurídicos de orden constitucional y legal que regulan el acceso a la justicia de las personas a cualquier edad, por razones de inobservancia, amenaza o vulneración de sus derechos humanos; de igual manera pueden ser utilizados ante las diferentes ramas del poder público con el fin de prevenir una situación que les afecte el ejercicio de sus derechos y de restablecer cuando estos han sido vulnerados.
· Mecanismos judiciales: 

8.1 ACCIÓN DE TUTELA: La Constitución Política de Colombia contempla en el Capítulo IV “De la protección y aplicación de los derechos”, la acción de tutela la cual se instaura ante la violación a un derecho fundamental.

Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. (Subrayado fuera de texto)

El Decreto 2591 de 1991 determina el procedimiento para instaurar una acción de tutela:

Artículo 5º- Procedencia de la acción de tutela. La acción de tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de los derechos de que trata el artículo 2º de esta ley. También procede contra acciones u omisiones de particulares, de conformidad con lo establecido en el Capítulo III de este decreto. La procedencia de la tutela en ningún caso está sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya manifestado en un acto jurídico escrito. 

8.2 ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO: La Constitución Política de Colombia contempla en el Capítulo IV “De la protección y aplicación de los derechos”, en su artículo 87 consigna lo siguiente:
Artículo 87. Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una ley o un acto administrativo. En caso de prosperar la acción, la sentencia ordenará a la autoridad renuente el cumplimiento del deber omitido. 

La Ley 393 de 1997 señala como objeto de la Acción de Cumplimiento lo siguiente:
Artículo 1º “Toda persona podrá acudir ante la autoridad judicial definida en esta ley para hacer efectivo el cumplimiento de normas aplicables con fuerza material de Ley o Actos Administrativos”.
· Mecanismos no judiciales
8.3 DERECHO DE PETICIÓN: Es de señalar que el Derecho de petición es un mecanismo jurídico que puede ejercerse y hacerse válido ante instituciones públicas y privadas; por lo tanto se puede hacer uso de este mecanismo desde el ámbito judicial y no judicial. Colombia consagra constitucionalmente el derecho de petición en el siguiente artículo:

Artículo 23. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.” 

La Ley 1755 del 3O de junio de 2015 "por medio de la cual se regula el derecho fundamental de petición y se sustituye un título del código de procedimiento administrativo y de lo contencioso administrativo" establece:

Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. 

  

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos. 

 

De igual manera, toda persona que se sienta amenazada o vulnerada respecto del ejercicio de sus derechos humanos, podrá acudir ante las instituciones del Ministerio Público para que en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, prevenga, protejan y realicen las acciones necesarias para la exigibilidad y restablecimiento de sus derechos humanos. En Colombia las instituciones que integran el Ministerio Público de conformidad con la Constitución Política son la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y las Personerías distritales y municipales.

� Tomado textualmente de los grupos focales con personas adultas mayores adelantados en las ciudades de Pereira, Armenia y Pasto en el mes de diciembre de 2018.


� Artículo 4 Principios literal g.


� Artículo 4 Principios literal i.


� Artículo 4 Principios literal l.


� Artículo 4 Principios literal m.


� Entidad central de la administración distrital de la ciudad de Bogotá.







